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1.INTRODUCCIÓN
Artículo 15. Constitución Española.
Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan disponer las Leyes penales militares para tiempos de guerra.
El derecho a la vida se halla consagrado en las constituciones de la mayor parte de los países del mundo, su primer antecedente se encuentra en la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789. Y a pesar de que se trata del derecho más fundamental, del supuesto primero y soporte físico del resto de derechos fundamentales, no en todos los ordenamientos se garantiza y protege en el mismo grado.
En el presente trabajo se va a estudiar el derecho a la vida desde un plano general, observando todos los conflictos que surgen entorno al mismo. El estudio del derecho a la vida se va a realizar desde una perspectiva constitucional, por ello, se va a dar mayor incidencia a la consideración e interpretación que del mismo haga el Tribunal Constitucional Español. Pero no sólo va a ser una recopilación jurisprudencial, sino que incluye también una búsqueda doctrinal, y de tesis y teorías varias.









2. EL DERECHO A LA VIDA EN El CONSTITUCIONALISMO ESPAÑOL
En nuestro constitucionalismo histórico no es hasta 1978, en la Constitución de ese año y actualmente vigente, cuando se hace un reconocimiento expreso del derecho a la vida. Ya que el precedente anterior se encuentra en la Constitución de Cádiz de 1812, que en su artículo 303 proscribía el uso del "tormento" y de los "apremios"; se trata por tanto, de una protección parcial y muy vaga. Esta falta de referencias al derecho a la vida y al de integridad personal no debe interpretarse como un desdén hacia los mismos, sino todo lo contrario. La justificación de estos derechos es tan evidente que no llegó a suscitar en las fuerzas sociales y políticas de otras épocas la necesidad de su inserción en los textos constitucionales.
Este silencio de las Constituciones españolas pasadas, no constituye una anomalía de nuestra evolución jurídica-política respecto de la de otros países. En el Derecho Constitucional Comparado de épocas pasadas sólo es posible encontrar determinadas referencias aisladas a la proscripción de la crueldad de las penas (en el Bill of Rights inglés de 18 de febrero de 1689 o en la Constitución americana de 1787) y alguna alusión a la pena de muerte (Constitución francesa de 1848). A parte de estas referencias, sólo hay genéricas alusiones al derecho a la vida como un derecho innato o inalienable; recogidas en dos textos fundacionales americanos: la Declaración de Derechos del Buen Pueblo de Virginia de 1776 y la Declaración de Independencia de los Estados Unidos de 1776.
Tras la II Guerra Mundial, el flagrante y manifiesto desprecio por la vida y la integridad física y moral del ser humano que se produjo durante el conflicto, originó como reacción, el reconocimiento de estos bienes. Un reconocimiento de máximo nivel constitucional, como derechos fundamentales y con el mayor nivel de protección posible. Así lo hicieron la Constitución italiana de 1947 y la alemana de 1949. Más tarde otras como la griega de 1975, la portuguesa de 1976... Y en este sentido se orientó también la Constitución Española de 1978.
En relación a la Constitución Española vigente, el derecho a la vida se encuentra recogido en el Título I: de los derechos y deberes fundamentales, Capítulo II: derechos y libertades, Sección I: de los derechos fundamentales y las libertades públicas, artículo 15. Es el primero de los derechos que se reconocen dentro de esta sección. Sección que, por otra parte, constituye el núcleo central de la declaración constitucional de derechos, es decir, es en la que se ubican los derechos más relevantes, aquellos que gozan del máximo nivel de protección jurídica (tal y como establecen los artículos 53, 81 y 168 de la misma Constitución Española). 	Esta posición no hace más que evidenciar la preeminencia de este derecho frente al resto de derechos fundamentales.
Por otro lado, no fue tarea sencilla regular el derecho a la vida. Surgieron varios conflictos en la elaboración y posterior promulgación de la Constitución. Cuestiones que actualmente siguen siendo puntos conflictivos. Los motivos del debate fueron fundamentalmente dos:
El primero hacía referencia a la determinación de los sujetos titulares del derecho a la vida, extremo que se presentaba relacionado con el de la posible legalización del aborto. Se enfrentaban, por un lado, quienes defendían el término "todos", con la esperanza de que pudiera entenderse incluido el nasciturus, y, por otro lado, los que proponían el empleo de la palabra "persona", para evitar cualquier interpretación futura impeditiva de la despenalización del aborto, postura que asumió la Ponencia de la Comisión Constitucional del Congreso. El Proyecto de la Constitución afirmaba que <<las personas tienen derecho a la vida>>. En el Pleno del Congreso de los Diputados, a instancias de la Alianza Popular, se sustituyó <<personas>> por la palabra <<todos>>. Se optó por la segunda opción ya que era un término muy abierto, que no concretaba y por tanto, no se posicionaba directamente con ninguno de los pensamientos o ideologías.
El segundo punto de fricción fue el de la inclusión en el artículo 15 de un inciso sobre la abolición de la pena de muerte. Se formaron dos grupos con posiciones extremas: los que eran partidarios de la pena de muerte en determinados casos y no querían limitar la libertad del legislador en este ámbito, rechazaban la introducción de esta declaración en la Constitución; frente a los que consideraban que esta pena era inhumana, irreparable e inútil y que querían que la Constitución hiciera imposible su establecimiento legal sin excepción alguna. Finalmente se llegó al compromiso de declarar su abolición, con la excepción de lo que pudieran disponer las leyes penales militares en tiempo de guerra.
3.CONCEPTO DE VIDA
Antes de abordar el derecho en sí, deberemos empezar con una breve y básica introducción al concepto de vida. Desde la perspectiva jurídica, vida se refiere al espacio de tiempo que transcurre desde el nacimiento hasta la muerte debidamente verificada y probada.  En caso de desaparición prolongada se verifica con la Declaración Judicial De Muerte Presunta y en el caso de muerte natural se prueba con el Certificado de Defunción.
A pesar de las aproximaciones, jurídicamente existen muchas dificultades para su calificación. El Tribunal Constitucional no ha encontrado un término preciso para definir la vida; la denomina derecho, valor superior y central del Ordenamiento, valor jurídico fundamental, prius lógico y ontológico para la existencia y especificación de los demás derechos...[footnoteRef:1] [1:  STC 53/1985, de 11 de abril. Relativa a la cuestión de inconstitucionalidad presentada contra la Ley Orgánica de despenalización de algunos casos de aborto.] 

La vida como bien jurídico supremo del cual está investido el ser humano, no sólo significa el hecho de vivir, significa también el hecho de satisfacer necesidades.











4. DERECHO A LA VIDA
El derecho a la vida es el antecedente o supuesto ontológico sin el cual los restantes derechos fundamentales no tendrían existencia posible. Tal y como dice el profesor Torres del Moral, la vida no es ni puede ser un derecho, lo que, lejos de devaluarla, le reconoce un valor previo y, si se quiere, superior a todo el sistema constitucional de derechos. Es realmente el presupuesto o soporte físico de todos los derechos, que sin ella carecerían de sujeto y, por tanto, de entidad. No puede haber derechos subjetivos sin sujeto[footnoteRef:2]. En parecidos términos, Bustos Pueche entiende que la vida es “el primero y más fundamental bien de la personalidad”, sobre el cual “se apoyan, ontológica e intelectualmente los demás”[footnoteRef:3]. Por eso, subraya el “carácter fundamental y previo” del derecho que se deriva de ese bien jurídico, así como “su preeminencia sobre los demás derechos en caso de conflicto”. Por su parte, el profesor García Cuadrado se refiere a “la vida corporal” como “el mayor bien de naturaleza física que tiene la persona”, cuya protección y defensa asumen las Constituciones al proclamar el derecho a la vida. [2: Principios de derecho constitucional español. 4ª edición renovada y abreviada. Antonio Torres del Moral. Servicio de Publicaciones de la Facultad Complutense de Madrid. PÁGINA 290.]  [3:  Manual sobre bienes y derechos de la personalidad . Jose Enrique Bustos Pueche. Marcial Pons. Madrid, 2008.] 

[bookmark: sdfootnote3anc]Ha dicho el Tribunal Constitucional que el derecho a la vida es <<esencial y troncal en cuanto es el supuesto ontológico sin el que los restantes derechos no tendrían existencia posible>>[footnoteRef:4], razón por la que es <<el primero del catálogo de los fundamentales y tiene un carácter absoluto, sin que pueda ser limitado por pronunciamiento judicial alguno ni por ninguna pena>>[footnoteRef:5]. [4: STC 53/1985, FJ 3.
]  [5: STC 48/1996, FJ 2.] 

Por otro lado, el artículo 15 regula conjuntamente al de la vida, el derecho a la integridad personal, en su doble dimensión física y moral, opera como su complemento ineludible en cuanto garantiza la plena inviolabilidad del ser humano y sienta las bases de su construcción individual y social. Es decir, el derecho a la integridad física y moral es un derecho complementario del derecho a la vida; sin que esto suponga que no sean derechos autónomos, ya que son dos derechos distintos.
Lo que pretende el constituyente es que el concepto de vida al que se refiere el art. 15 CE no sea una pura realidad biológica, sino que tenga como presupuestos la dignidad humana y la igualdad. Por tanto, constitucionalmente se pretende proteger un concepto de vida equivalente a vida humanamente digna, como soporte para el ejercicio de los demás derechos fundamentales. Podemos percibir con claridad que el reconocimiento del derecho a la vida tal y como aparece en nuestra Norma fundamental, gira en torno a las nociones, también constitucionalizadas, de dignidad, igualdad y personalidad, con las que se encuentra inseparablemente unido.
El derecho a la vida es muy complejo, e incluye cuestiones y matices tan variados como conflictivos. Pese al grado de reconocimiento y protección alcanzada por el derecho a la vida en el actual marco político y social, sigue planteando graves e importantes retos y problemas relacionados con la titularidad y con la delimitación conceptual y jurídica de algunas situaciones en las que pueden hallarse las personas. Para empezar, la titularidad del derecho a la vida es una cuestión no resuelta. Para ser titular de los derechos fundamentales es suficiente con ser persona (La personalidad se adquiere en el momento del nacimiento con vida, una vez producido el entero desprendimiento del seno materno[footnoteRef:6]. Y se entiende por ello, el haber nacido con forma humana y tener vida autónoma fuera del claustro materno veinticuatro horas). Tal y como dice el profesor Javier Pérez Royo, la titularidad queda resuelta con la igualdad. Se trata de estudiar únicamente como se articula el ejercicio del derecho a la diferencia de cada individuo con el de los demás. La titularidad es la igualdad. El ejercicio es la diferencia. En el derecho a la vida esta distinción entre titularidad y ejercicio no es posible establecerla. Se da la coincidencia inmediata entre titularidad y ejercicio. Es evidente que el recién nacido es titular del derecho a la vida sin necesidad que transcurran las veinticuatro horas y adquiere la condición jurídica de persona. Del derecho a la vida se es titular por el simple ejercicio de la vida, antes de ser jurídicamente persona. [footnoteRef:7] Pero en el derecho a la vida no se plantean problemas de titularidad, ni de ejercicio desde que se es persona. El problema en relación a la titularidad es el de la titularidad antes de ser persona. Aunque no es el único. [6:   Art. 30 CC,]  [7: Curso de derecho constitucional, Javier Pérez Royo, revisada y puesta al día por Manuel Carrasco Durán. Marcial Pons, decimotercera edición. PÁG. 242.] 

Como se puede observar, bajo la aparente simplicidad del enunciado “todos tienen derecho a la vida” se encierran numerosos problemas jurídicos, políticos y morales. Estos problemas, en los que se confrontan profundos sentimientos relacionados con las creencias religiosas y las convicciones morales e ideológicas, producen de forma inevitable, una intensa polémica social, política y jurídica; como ya ocurrió en el momento de su constitucionalización. Repitiéndolos, básicamente son los siguientes:
La delimitación del comienzo del derecho a la vida, con la problemática aparejada sobre la legitimidad o ilegitimidad constitucional de los diferentes supuestos de despenalización del aborto.
La determinación de cuando acaba el derecho a la vida, relacionado, por una parte, con la legitimidad o ilegitimidad de la eutanasia y el derecho a una muerte digna; y por otra, con la pena de muerte.

4.1. Delimitación del comienzo del derecho a la vida: DERECHO A LA VIDA Y ABORTO
Es un problema jurídicamente insoluble e inabordable, puede ser explicado política, religiosa o filosóficamente, pero no en términos jurídicos. Se trata de un tema que ha provocado y sigue provocando una gran polémica, ya que en él inciden con profundidad la ideología, las creencias religiosas y las convicciones morales.
El principal problema que en el ámbito de delimitación del comienzo del derecho a la vida, a quién o quienes se benefician del mismo, se plantea en relación a la interrupción voluntaria del embarazo o aborto. Se trata de un intenso debate sobre si el derecho a la vida se inicia en la fecundación o solamente desde el parto; es decir si dentro de los sujetos afectos al mismo se incluye al concebido, pero no nacido; conocido jurídicamente como nasciturus. Evidentemente, las consecuencias jurídicas de optar por una u otra opción son distintas; en caso de considerarse que el derecho a la vida asiste únicamente desde el parto, el aborto no acarrearía ningún tipo de sanción, pero de lo contrario, si se considerase que el derecho a la vida corresponde desde la fecundación, y que por tanto el nasciturus también se encuentra asistido por el mismo, el aborto se consideraría como un delito contra la vida y por tanto, debería ser sancionado por el ordenamiento jurídico.
La complejidad de la situación recae en la colisión que se produce entre un presunto derecho a la vida o a la vida en formación de los no nacidos con los derechos de la mujer embarazada, la protección de su vida y su salud o su dignidad, libertad e intimidad personales, el libre desarrollo de su personalidad, creencias e intimidad personal y familiar. Por tanto, es lógico que al enfrentarse convicciones morales, religiosas, pautas culturales y sociales, se den grandes divergencias. Lo que resulta meridianamente claro es que en caso de conflicto entre dos vidas, <<resulta constitucional la prevalencia de la vida de la madre>>.Ya que <<si la vida del nasciturus se protegiera incondicionalmente, se estaría protegiendo más a la vida del no nacido que a la del nacido y se penalizaría a la mujer por defender su derecho a la vida>>[footnoteRef:8]. En caso de que lo que entrará en conflicto fuera la salud de la madre, se considera despenalizable el supuesto ya que sería <<inconstitucional dar prevalencia al bien jurídico de menor entidad>>.[footnoteRef:9] El resto de casos, en que entran en colisión los otros derechos de la embarazada con el del posible derecho a la vida del nasciturus, son más conflictivos, al ser la vida el primero y más fundamental de los derechos. [8:  FJ 11º de la STC 53/1985, de 11 de Abril de 1985.]  [9: FJ 1º STC 53/1985] 

En el ordenamiento jurídico español, hasta 1985 sólo se permitía el aborto en caso de peligro inminente para la mujer, en el resto de casos era delito. Pero con la Ley Orgánica 9/1985 de 5 de julio, se reformó el art. 417 bis del Código Penal, y aunque se mantenía el aborto como delito, se despenalizaron otros tres supuestos: dentro de las 12 primeras semanas cuando el embarazo era consecuencia de un hecho constitutivo de violación, se trata de la indicación ética; dentro de las primeras 22 semanas cuando se presuma que el feto habrá de nacer con grandes taras físicas o psíquicas, indicación eugenésica; y por último, la indicación terapéutica, que no tiene límite temporal y supone que se puede abortar cuando el embarazo o parto suponga un peligro para la vida o la salud o integridad física o psíquica de la embarazada, esta última es una formulación muy genérica, poco precisa, ya que en el concepto de salud o integridad psíquica tienen cabida las más variadas situaciones. Por ello no es de extrañar que más del 98% de abortos “legales” practicados en España se ampararan en un presunto peligro para la salud o integridad psíquica de la embarazada.
Y aunque la Constitución ni se refiere expresamente al nasciturus, ni lo contempla como titular de ningún derecho, la elección del término “todos” por parte del constituyente, condujo a los Diputados del Partido Popular a interponer un recurso previo de inconstitucionalidad contra la anteriormente citada Ley Orgánica 9/1985, ya que consideraban que con ese término el constituyente pretendía extender la titularidad del derecho a la vida también al nasciturus. El Tribunal Constitucional afirmó que la redacción del art. 15 CE no permite llegar a la conclusión de que el nasciturus sea titular de este derecho: <<Los recurrentes pretenden deducir tal titularidad, no sólo de los mencionados debates parlamentarios acerca del término “todos” del art. 15, sino también de la interpretación sistemática de la Constitución, así como de los tratados y acuerdos internacionales ratificados por España, a que remite el art. 10.2 de la Constitución para la interpretación de las normas relativas a los derechos fundamentales y libertades en ella reconocidos. No existe, sin embargo, fundamento suficiente en apoyo de su tesis>>[footnoteRef:10]. Y añade que << los argumentos aducidos por los recurrentes no pueden estimarse para fundamentar la tesis de que al nasciturus le corresponda también la titularidad del derecho a la vida>>. [footnoteRef:11] Por tanto, entiende el Tribunal Constitucional que el término “todos” es equivalente al de “todas las personas”, utilizado en otros preceptos constitucionales. El hecho de que el nasciturus no sea titular del derecho a la vida no quiere decir que carezca de protección, dice el Tribunal Constitucional que <<si la Constitución protege la vida no puede desprotegerla en aquella etapa de su proceso que no sólo es condición para la vida independiente del claustro materno, sino que es también un momento del desarrollo de la vida misma; por lo que ha de concluirse que la vida del nasciturus, en cuanto este encarna un valor fundamental – la vida humana garantizada en el art. 15 de la Constitución, constituye un bien jurídico cuya protección encuentra en dicho precepto fundamento constitucional>>[footnoteRef:12]. Por tanto, establece que de este reconocimiento de la <<vida humana en formación como un bien que constitucionalmente se merece protección>>[footnoteRef:13], se deduce que aunque el nasciturus no sea titular de ningún derecho, <<el Estado tiene la obligación de garantizar la vida, incluida la del nasciturus>>[footnoteRef:14]. Protección por parte del Estado, incluso mediante normas penales (SSTC 75/1984, FJ 6º; 53/1985, FJ 5º y 212/1996, FJ 3º). Y según el profesor Javier Pérez Royo de aquí deriva el problema acerca de la constitucionalidad o no de la interrupción voluntaria del embarazo.[footnoteRef:15] [10: FJ 6º STC 53/1985]  [11: FJ 7º STC 53/1985.]  [12: STC 53/1985.]  [13: FJ 6º STC 75/1984.]  [14: FJ 12º STC 53/1985.]  [15: Principios de derecho constitucional español. 4ª edición renovada y abreviada. Antonio Torres del Moral. Servicio de Publicaciones de la Facultad Complutense de Madrid. PÁG. 244] 

En resumen, el legislador optó con esta ley, LO 9/1985, por una interpretación causal del art. 15 CE, en lo que a interrupción voluntaria del embarazo se refiere. Y tal interpretación fue considerada constitucional por el Tribunal Constitucional en la STC 53/1985. 
Según la doctrina no hay un derecho al nacimiento, sino un derecho a la vida de los nacidos, por tanto, la protección del nasciturus es una exigencia de orden público pero el derecho a la vida nunca puede entenderse como un derecho fundamental del speshominis (no nacido).
Esta ha sido la regulación que ha presidido la práctica del aborto o interrupción voluntaria del aborto hasta el 2010, en que el aborto se convierte en un derecho con la Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de Salud Sexual y Reproductiva y de la Interrupción Voluntaria del Embarazo. Esta ley establece un sistema que mezcla los plazos y las indicaciones: Se admite el aborto libre en las catorce primeras semanas, sin necesidad de causa, lo que se conoce como sistema de plazos. Superado este plazo, se garantiza el acceso a la interrupción voluntaria del embarazo cuando exista grave peligro para la vida o la salud de la embarazada, dentro de las veintidós semanas de gestación; y finalmente, cuando se detecten anomalías fetales incompatibles con la vida o cuando se detecte en el feto una enfermedad extremadamente grave e incurable en el momento del diagnóstico. Todos estos supuestos sometidos a condición y plazo están recogidos en los artículos 12 a 23 de la misma ley. Además, en el caso de mujeres de 16 y 17 años, será de aplicación el régimen general aplicable a las mujeres mayores de edad, el consentimiento les corresponde exclusivamente a ellas. Aunque uno de los representantes legales de la misma deberá ser informado, se prescindirá de esta información cuando la menor alegue fundamentadamente que de ser su tutor comunicado se la estaría colocando en una situación de conflicto grave o peligro de violencia intrafamiliar, amenazas, coacciones, malos tratos o se pueda producir una situación de desarraigo o desamparo.
El Tribunal Constitucional, como se ha dicho, en la STC 53/1985, estableció que el nasciturus era digno de protección, por lo que, esta Ley , como protección al mismo, aunque escasos e poco útiles a su fin, prevé que se cumplan dos requisitos para poder practicar la interrupción del embarazo a solicitud de la embarazada: que se haya informado a la mujer sobre los derechos, prestaciones y ayudas públicas de apoyo a la maternidad, en los términos previstos en la Ley, y que haya transcurrido un plazo de al menos tres días entre la información citada y la realización de la intervención. Este último plazo, es además, sólo aplicable en los casos de interrupción libre, sin causa, dentro de las primeras catorce semanas.
Se ha interpuesto un recurso de inconstitucionalidad contra esta Ley 2/2010 ante el Tribunal Constitucional por el Partido Popular. Recurso que se encuentra aún pendiente de resolución, aunque mediante el Auto núm. 90/2010 de 14 julio dictado por el Pleno del Tribunal Constitucional, se denegó la suspensión de los preceptos que el recurso impugnaba. Este recurso sigue pendiente de resolución.

4.2. Delimitación del final del derecho a la vida: EUTANASIA, SUICIDIO Y PENA DE MUERTE
Dentro de este apartado se plantean cuestiones tan variadas como la eutanasia, el suicidio y la pena de muerte. Son cuestiones profundas ya que entran en conflicto con otros derechos y principios constitucionales.
En primer lugar haremos referencia a la pena de muerte. La denominación de pena de muerte es inadecuada, ya que, salvo el efecto intimidatorio, no reúne ninguno de los caracteres que la ciencia jurídica penal entiende propios de la pena: tanto en su función de daño proporcionado al daño producido por el delincuente, como su función educadora, socializadora o reinsertora en la sociedad, cesan en el momento en que se consuma la condena. 
En el debate constituyente, la abolición de la pena de muerte fue uno de los temas más intensos. Los representantes de los distintos grupos parlamentarios abogaban por una abolición total de la pena de muerte; sin embargo, dadas las circunstancias históricas y los antecedentes, se optó por una abolición no total, sino casi total. Establece el precepto: “Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan disponer las Leyes penales militares para tiempos de guerra”. Sólo se prevé como excepción el caso de guerra formalmente declarada, y siempre que así lo prevean leyes militares. Por tanto, se puede deducir, en primer lugar, que en tiempo de paz, es radicalmente inconstitucional, tanto en el ámbito civil como en el militar. Y por último, que la vida humana en tiempo de guerra pierde valor, aunque es importante saber a que se refiere el legislador con “tiempos de guerra”, se entiende que se refiere a la existencia de una configuración militar efectiva.
En 1995 se aprobó la LO 11/1995, de prohibición de la pena de muerte en tiempos de guerra. A partir de ese momento, la pena de muerte ha quedado totalmente abolida. Aunque para que la abolición fuese definitiva se tendría que haber procedido a revisar la Constitución y cambiar la redacción del art. 15, no se hizo por la complejidad que conlleva el procedimiento de cambiar la Constitución.
Aunque son muchos los intelectuales, políticos y juristas que invocan argumentos a favor de su abolición, es cierto que remanen algunos sectores que defienden sus efectos positivos y su conveniencia desde el punto de vista de la política criminal. 
Cada vez, la pena de muerte está perdiendo más adeptos en todo el mundo. Y aunque la abolición es regla general en la mayoría de países democráticos de Europa, en el resto del mundo se aplica con gran frecuencia. Y no sólo en países donde no hay una regulación adecuada del derecho a la vida, y del resto de derechos fundamentales, sino también en países democráticos como los Estados Unidos.
A pesar de esto, el Convenio Europeo de Derechos Humanos permite la pena de muerte en su artículo 2.1, aunque el Protocolo núm. 6 relativo a la abolición de la pena capital en los tiempos de paz, de 1983, ha sido ratificado por España, no lo ha sido, sin embargo, por todos los Estados miembros del Consejo de Europa. Al respecto, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, acepta que, aunque la pena de muerte no ha desaparecido del Convenio, en determinadas circunstancias puede resultar inhumana y degradante, incurriendo entonces en la prohibición del artículo 3 del mismo Convenio[footnoteRef:16]. [16: STEDH de 7/7/1989, caso Soering.] 

En relación con el suicidio y la eutanasia se habla de un derecho a la muerte, y se conecta con el derecho a una muerte digna. Pero, ¿Existe un derecho constitucional a la propia muerte?
Desde una perspectiva jurídica la vida entra en el ámbito de la libertad personal, por tanto, no hay ninguna razón para negar a un individuo el derecho a poner fin a su vida. Libertad, que no derecho y el conflicto se encuentra en la diferencia entre derecho y libertad. Los sujetos sí tienen libertad para poner fin a su vida, lo que se demuestra en el hecho de que el suicidio no está tipificado como delito. Por su parte, tener derecho supondría el poder recabar ayuda para el ejercicio del mismo o poder oponerse frente a cualquier acción que pretenda impedir el ejercicio del derecho a la muerte.
La Constitución española no contempla la posibilidad de que un individuo en el ejercicio de su libertad personal decida poner fin a su vida, el constituyente no se pronunció sobre esta cuestión. El derecho que se configura en el art. 15 de la misma, es el del derecho a la vida en su vertiente positiva, sin que sea posible la concepción del mismo en su vertiente negativa, es decir, no se contempla la posibilidad de que un individuo en el ejercicio de su libertad personal decida poner fin a su vida. El legislador ha interpretado la Constitución en el sentido de no reconocer el derecho a la vida en su vertiente negativa, y aunque no tipifique como delito el suicidio, sí tipifica la inducción y la cooperación al mismo en los arts. 143.1, 2 y 3 CP[footnoteRef:17]. Por tanto, no constituye delito poner fin a la propia vida, pero sí se pena el prestar ayuda para que alguien ponga fin a su existencia. [17: Artículo 143
1. El que induzca al suicidio de otroserácastigado con la pena de prisión de cuatro a ochoaños.
2. Se impondrá la pena de prisión de dos a cincoaños al que coopere con actosnecesarios al suicidio de una persona.
3. Serácastigado con la pena de prisión de seis a diezaños si la cooperaciónllegarahasta el punto de ejecutar la muerte.] 

Por su parte, el artículo 10.2 dispone que en materia de derechos fundamentales su interpretación ha de ser conforme a la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales ratificados por España. Los textos a los que hace referencia contemplan sin excepción el derecho a la vida y no contemplan el "derecho a morir con dignidad". Cabe destacar que en 1950 la "Euthanasia Society of America" solicitó incluir "el derecho a morir con dignidad" en la Declaración Universal de Derechos del Hombre, cuya propuesta contenía conductas eutanásicas[footnoteRef:18]. Sin embargo, los textos internacionales sobre derechos fundamentales a los que alude el artículo 10.2 de la Constitución Española, en general, no han servido de mucho en relación a la protección del nasciturus y la regulación del aborto no punible. Tampoco parecen arrojar mucha luz en orden a una interpretación de la cuestión ahora planteada.[footnoteRef:19] [18:  Decisiones éticas conflictivas en torno al final de la vida: una introducción general y un marco de análisis, SIMÓN LORDA P., COUCEIRO VIDAL A. PÁG. 327.]  [19:  El Derecho y la Bioética ante los límites de la vida humana, ROMEO CASABONA C.M. Ed. C.E.R.A, 1ª edic., Madrid, 1994. PÁG. 41.
] 

Debido a la escasa claridad que se desprende de la Constitución, y el resto de textos legales, la jurisprudencia y la doctrina han realizado la construcción dogmática del derecho a la vida en el aspecto que ahora nos ocupa. El Tribunal Constitucional, defiende que es obvio que el art. 15 CE no incluye el derecho a la propia muerte. Pero que si incluye la libertad del individuo para poner fin a su vida, que no el derecho. Libertad y derecho tienen distinto significado. La libertad se traduce en que nadie puede ser penalizado por intentar poner fin a su propia vida. El derecho supondría que el individuo podría recabar auxilio para poner fin a su vida o podría oponerse a la acción de terceros, fueran poderes públicos o personas privadas, que intentaran evitar que se hiciera real y efectiva la voluntad de poner fin a su vida. En esta línea, declara el Tribunal Constitucional que: <<Tiene, por consiguiente, el derecho a la vida un contenido de protección positiva que impide configurarlo como un derecho de libertad que incluya el derecho a la propia muerte. Ello no impide, sin embargo, reconocer que, siendo la vida un bien de la persona que se integra en el círculo de su libertad, pueda aquélla facilmente disponer sobre su propia muerte, pero esa disposición constituye una manifestación del ager licere, en cuanto que la privación de la vida propia o la aceptación de la propia muerte es un acto que la ley no prohíbe y no, en ningún modo, un derecho subjetivo que implique la posibilidad de movilizar el apoyo del poder público para vencer la resistencia que se oponga a la voluntad de morir, ni mucho menos, un derecho subjetivo de carácter fundamental en el que esa posibilidad se extienda incluso frente a la resistencia del legislador, que no puede reducir el contenido esencial del derecho. En virtud de ello no es posible admitir que la constitución garantice en su art. 15 el derecho a la propia muerte>> (FJ 7º STC 120/1990, FJ 5º 137/1990 y FJ 2º 11/1991).
En cambio, para una buena parte de la doctrina que defiende el derecho a la disponibilidad de la vida, el derecho a la dignidad o a una vida digna versus a una muerte digna, el propio art. 10.1 de la Constitución permite no configurar el contenido del art. 15 del mismo texto como un deber, y otorgarle un valor relativo que cede ante otros derechos que lo completan o dan sentido a su protección en determinadas situaciones. La sentencia 53/1985 no cierra la posibilidad a esta interpretación ya que en el F.J. 9 el Tribunal Constitucional declara que todos los bienes y derechos constitucionalmente reconocidos, en determinados supuestos, pueden y deben estar sujetos a limitaciones.
El tema adquiere especial polémica cuando tienen lugar cierto hechos que hacen que peligre la continuidad de la vida, sean de carácter legislativo, o social, como la huelga de hambre planteada por los presos del GRAPO en 1981 o la negativa a las transfusiones de sangre de los testigos de Jehová.
En el primero de los supuestos, el Tribunal Constitucional consideró que la asistencia médica coactiva por parte de la administración penitenciaria con autorización judicial a unos reclusos de la banda terrorista GRAPO que habían iniciado una huelga de hambre con la finalidad de poner fin a su vida, no constituía vulneración alguna de ningún derecho fundamental. Al no existir un derecho a la propia muerte, la asistencia médica coactiva para impedir la muerte no puede considerarse vulneradora de un derecho que no existe: << No es posible admitir que la Constitución garantice en su art. 15 el derecho al a propia muerte, y por consiguiente, carece de apoyo constitucional la pretensión de que la asistencia médica coactiva es contraria a ese derecho constitucionalmente inexistente... Desde la perspectiva del derecho a la vida, la asistencia médica obligatoria autorizada por la resolución judicial recurrida no vulnera dicho derecho fundamental, porque en éste no se incluye el derecho a prescindir de la propia vida, ni es constitucionalmente exigible a la Administración penitenciaria que se abstenga de prestar una asistencia médica que, precisamente, va dirigida a salvaguardar el bien de la vida que el art. 15 de la constitución protege>>[footnoteRef:20]. Además, en la misma STC el Tribunal admite y reitera que tiene como punto de partida una situación excepcional, como es la de unos ciudadanos que se encuentran internos en un centro penitenciario, es decir, se trata de una relación especial de sujeción más intensa que la de un ciudadano común. Acepta que se trata de un dato decisivo, y así lo menciona en varias ocasiones. Por lo que deducimos, que en caso contrario, tales limitaciones a los derechos fundamentales, <<podrían resultar contrarias a esos derechos si se tratara de ciudadanos libres o incluso internos que se encuentren en situaciones distintas>>.[footnoteRef:21]  [20:  FJ 7º STC 120/1990, de 27 de junio y FJ 5º STC 137/1990, de 19 de julio.]  [21:  FJ 6º STC 120/1990. La afirmación se reitera en las SSTC 137/1990, FJ 4º y 11/1991, FJ 2º. ] 

En el caso del segundo supuesto, el de la negativa a las transfusiones de sangre por parte de los testigos de Jehová, el derecho a la vida, colisiona con el ejercicio del derecho fundamental a la libertad de conciencia o libertad religiosa, reconocido en el art. 16 de la Constitución Española. En este caso, el Tribunal Constitucional establece que <<el derecho garantizado a la libertad religiosa por el art. 16.1 de la Constitución tiene como límite la salud de las personas >>[footnoteRef:22]. Pero posteriormente, y siguiendo una línea jurisprudencial totalmente distinta, encontramos la sentencia 154/2002, de 18 de Julio. Los hechos que llevaron a la interposición de una demanda por parte del fiscal fueron básicamente los siguientes: M.A.V, de 13 años, sufrió una caída de su bicicleta, lo que le produjo una lesión en una pierna y obligó, tres días después, a someterle a asistencia sanitaria, debido a que su aspecto denotaba una hemorragia interna. Los sanitarios plantearon a los padres la necesidad de una transfusión de sangre, pero estos  invocaron la condición familiar de testigos de Jehová, y a pesar de que les aseguraron que no existía otra alternativa solicitaron el alta para su hijo. El hospital pidió del Juzgado de guardia autorización para practicar la transfusión y este la concedió. Los padres acataron la decisión judicial, pero sin intervención de estos el afectado la rechazó <<con auténtico terror, reaccionando agitada y violentamente en un estado de gran excitación, que los médicos estimaron contraproducente, pues podía precipitar una hemorragia cerebral>> y el hospital desistió de realizarla. El joven terminó cayendo en estado de coma profundo. Fue ingresado de nuevo en el hospital y realizada la transfusión, después de una nueva intervención judicial y el acatamiento de la misma por parte de los padres, finalmente el menor murió transcurrida una semana desde el accidente.  [22:  FJ 3º, Auto 369/1984, de 20 de junio, Tribunal Constitucional.] 

El fiscal promovió ante la Audiencia Provincial una demanda contra los padres acusándoles de homicidio por omisión, pero resultaron absueltos. En cambio, el Tribunal Supremo, ante quien se recurrió la sentencia de la Audiencia Provincial, condenó a los padres, <<titulares de la patria potestad>>, a penas de cárcel por considerar que a ellos correspondía <<la salvaguarda de la salud del menor>>. 
Por último, el Tribunal Constitucional, tras el amparo solicitado por los padres de Marcos, considera que la decisión tiene que estar basada en los principios religiosos, recogidos en el art. 16 CE <<que reconoce la libertad religiosa, garantizándola tanto a los individuos como a las comunidades, “sin más limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la Ley”>>. Y recuerda jurisprudencia anterior que establece que «los derechos fundamentales reconocidos por la Constitución sólo pueden ceder ante los límites que la propia Constitución expresamente imponga, o ante los que de manera mediata o indirecta se infieran de la misma al resultar justificados por la necesidad de preservar otros derechos o bienes jurídicamente protegidos>>, y que, <<en todo caso, las limitaciones que se establezcan no pueden obstruir el derecho fundamental más allá de lo razonable>>. Establece también que la libertad religiosa como derecho subjetivo tiene una doble dimensión, interna y externa y respecto de la dimensión externa, se traduce «en la posibilidad de ejercicio, inmune a toda coacción de los poderes públicos, de aquellas actividades que constituyen manifestaciones o expresiones del fenómeno religioso»[footnoteRef:23].  [23:  FJ 6º STC 152/2002.] 

Por otro lado, considera que los menores de edad son también titulares del derecho a la libertad religiosa y de culto, igual que del resto de derechos y libertades que contempla el art.16.1 CE. A pesar de que esta titularidad le posibilita a ejercitar un derecho de autodeterminación. Ahora bien, el reconocimiento excepcional de la capacidad del menor respecto de estos actos jurídicos, no es suficiente para reconocer la eficacia jurídica de un acto que afecta en sentido negativo a la vida, y por tanto es definitivo e irreparable. Además vuelve a recordar el Tribunal que el derecho a la vida <<en su dimensión objetiva, es "un valor superior del ordenamiento jurídico constitucional" y "supuesto ontológico sin el que los restantes derechos no tendrían existencia posible”(SSTS 53/1985 y 120/1990)>> y que <<tiene “un contenido de protección positiva que impide configurarlo como un derecho de libertad que incluya el derecho a la propia muerte” (FJ 5º STC 137/1990)>>.
En resumen, el fondo del asunto trata, por una parte, del alcance de la legítima intervención de los poderes públicos en la esfera de la autonomía personal, conocido como paternalismo del Estado; y por otra, de precisar en qué condiciones la libre autodeterminación individual se convierte en derecho, el ámbito del voluntarismo individualista. Teniendo en cuenta que la jurisprudencia constitucional siempre aboga por la protección y el mantenimiento de la vida, frente a cualquier otro derecho con el que pueda colisionar.
Actualmente, se encuentra también en debate la licitud o ilicitud de la supresión de los tratamientos o asistencia médica que sólo pueden prolongar, sin esperanza, la fase terminal de ciertos enfermos sin actividad cerebral o en estado de coma o vegetativo o el atender a las peticiones de los enfermos de no ver prolongada su agonía, eutanasia o cuidados paliativos[footnoteRef:24];  la sustitución de la voluntad del enfermo por la de sus familiares o allegados en caso de inconsciencia permanente del primero; etc. Problemas profundos y que no tienen una respuesta clara y definitiva. Aunque en el ámbito legal, el Código Penal vigente tipifica la eutanasia como delito, se recoge en el art. 143.4[footnoteRef:25]. [24:  Los cuidados paliativos son las atenciones, cuidados y tratamientos médicos y  farmacológicos que se dan a los enfermos en fase avanzada y enfermedad terminal con el objetivo de mejorar su calidad de vida y conseguir que el enfermo esté sin dolor. No adelantan ni retrasan la muerte.]  [25: Artículo 143. 4. El que causare o cooperare activamente con actos necesarios y directos a la muerte de otro, por la petición expresa, seria e inequívoca de éste, en el caso de que la víctima sufriera una enfermedad grave que conduciría necesariamente a su muerte, o que produjera graves padecimientos permanentes y difíciles de soportar, será castigado con la pena inferior en uno o dos grados a las señaladas en los números 2 y 3 de este artículo.
] 

Por su parte, la jurisprudencia citada, deja entender que la eutanasia, en principio, no sería compatible con la Constitución. Si no existe el derecho a la propia muerte, no parece razonable que el Tribunal Constitucional pueda admitir la constitucionalidad de la eutanasia. Pero dada la complejidad del tema y la rápida transformación social y política a la que vivimos sometidos, no se puede saber con claridad cuál sería su posición ante una reforma del Código Penal que la despenalizara. 
Respecto de la eutanasia, se define como la actividad directamente encaminada a suprimir la vida a un enfermo en estado terminal o irreversible. Existen distintos tipos de eutansia: la eutanasia pasiva que consiste en la eliminación de los medios médicos que prolongan la vida; la eutanasia activa directa entendida como la actuación que provoca intencionada y directamente la muerte, en la que se administra un tratamiento médico destinado a provocar la muerte del paciente; y por último, la eutanasia activa indirecta, cuando se administra un calmante que, además de aliviar el dolor, puede ocasionar la muerte de un enfermo terminal. Las lindes, a efectos prácticos no son muy nítidas.
La primera petición de eutanasia activa directa en España es la del caso de "Ramón San Pedro", que suscito un gran bullicio social con gran diversidad de opiniones y que llegó a un punto máximo de interés en todos los ámbitos o aspectos de la sociedad. Los hechos se resumen brevemente en que: la petición de eutanasia activa directa fue presentada por el procedimiento de jurisdicción voluntaria, el 30 de abril de 1993, en Barcelona. Solicitando que, puesto que el sujeto activo (Ramón San Pedro) se encontraba imposibilitado para quitarse la vida, se autorizase a su médico de cabecera a suministrarle los medicamentos necesarios para morir sin dolor y que se respetase su derecho a no ingerir alimento por medios naturales ni artificiales. El Magistrado competente del Juzgado de Primera Instancia no admite la demanda a trámite por incompetencia territorial. Por lo que el solicitante presenta recurso de apelación ante la Audiencia Provincial de Barcelona, que desestimó el recurso el 28 de Febrero de 1994, también alegando incompetencia territorial. Lo que llevo a San Pedro a interponer recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional contra la resolución de la Audiencia, que resolvió la inadmisión del recurso[footnoteRef:26]. La argumentación y fundamentación mantenida por el Tribunal Constitucional es menos ambigua y establece que  aunque la Constitución no reconoce explícitamente el derecho a morir con dignidad, sí lo hace de forma implícita y se deduce del art. 15, del art. 10 y del derecho al libre desarrollo de la personalidad. En efecto, sólo a juicio del recurrente la vida deseada libremente puede merecer el calificativo de bien jurídico protegido, por lo que no existe un deber de vivir contra la voluntad personal de no hacerlo. Existe un derecho a la vida pero no un deber constitucional y jurídico de tener obligatoriamente que vivirla, porque su sola existencia supondría la mayor de la imposiciones imaginables a la libertad personal. La decisión libre y consciente de una persona en plenitud de sus facultades psíquicas y, al margen de cualquier presión externa, de poner fin a su vida, nunca puede ser castigada o impedida por el Derecho y, por ello mismo, en nuestro país el suicidio no está penado. Por tanto, además de reconocer como derecho constitucional el morir con dignidad, aclara su posición y zanja la polémica existente en la doctrina relativa a la antijuricidad del acto suicida realizado por una persona con sus facultades mentales intactas: No existe el deber constitucional de vivir en contra de la voluntad de la persona titular del bien jurídico vida, sujeto plenamente capaz, sobre todo en determinados tipos de situaciones donde la calidad de vida es muy deficiente por existir en el sujeto un sufrimiento que le resulta difícil de soportar. Sin que de esto pueda deducirse que existe un derecho a la muerte, y todo lo que ello implicaría. [26:  ATC 931/1994, de 18 de julio.] 

Planteamiento distinto es el de la intervención de un tercero en el hecho de la muerte. El Tribunal delimita la autonomía de la voluntad, restringiéndola al marco de acción del titular de bien jurídico vida (para obtener su propia muerte). Por tanto, aunque, San Pedro estuviera impedido para realizar una acción positiva que causara su propia muerte, su petición de ayuda para que fuera el médico de cabecera quien realizará los actos, era contraria a Derecho. Establece que <<no existe ningún título que justifique la intervención del Estado en la libertad de la persona a morir con dignidad, porque la vida a diferencia de la propiedad, no tiene una función social, sino que es un derecho personalísimo. Por todo ello, el art. 409 del CP, que tipifica como delito el auxilio al suicidio, supone, en casos como este, un límite innecesario al ejercicio del derecho a morir con dignidad, carente de toda apoyatura constitucional y contrario a los derechos consagrados en los art. 10 y 15 de la Constitución>>.
Cuestión aparte es el tema de la eutanasia pasiva o la eutanasia activa indirecta. La Resolución 613/1976 de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa sobre los derechos de los enfermos y moribundos establece que se deben respetar los derechos de información, intimidad, integridad y voluntad del paciente respecto al tratamiento a aplicar (incluyendo la posibilidad de rehusarlo), se debe aliviar el sufrimiento, y proporcionar la atención necesaria para prepararse psicológicamente a la muerte. El objetivo primordial es la mejora de la atención de los pacientes al final de la vida y el marco de seguridad jurídica donde se desarrolla la actividad profesional de los profesionales sanitarios. En 1986 la mayoría de estos derechos se integraron en la Ley General de Sanidad (LGS).
A parte, la Ley 41/2002 en su art. 2.4 prevé que “todo paciente o usuario tiene derecho a negarse al tratamiento, excepto en los casos determinados por la ley. Su negativa al tratamiento constará por escrito”. Y el art. 8 señala que “toda actuación en el ámbito de la salud de un paciente necesita el consentimiento libre y voluntario del afectado, una vez que, recibida la información prevista en el art. 4, haya valorado las opciones propias del caso”, una vez recibida y valorada la información (consentimiento informado), pudiendo revocar libremente su consentimiento en cualquier momento (art. 8.5).
La Guía europea de ética médica, elaborada por los colegios de médicos de los países comunitarios europeos, también permite la eutanasia pasiva.
En cuanto a la eutanasia activa indirecta, nos encontramos ante un error en la nomenclatura, en el sentido de que la aplicación de tratamientos en pacientes en situación terminal con el objeto de aliviar el sufrimiento físico y psíquico que eventualmente pudieran suponer un acortamiento de la vida del paciente, no tendría que entrar dentro del ámbito penal como una conducta prohibida o justificante de un tipo penal, sino que muy al contrario se deben interpretar incluidas dentro de la lex artis como una “las opciones que presenta el responsable médico siendo preciso el previo consentimiento escrito del usuario" (art. 10.6 LGS) con las consecuencias jurídico-penales propias de esta figura. Y que existiendo el requisito anterior, por el contrario, la omisión de tales tratamientos constituyera una conducta prohibida por el Derecho al amparo del art. 15 CE a no ser sometido a tratos inhumanos o degradantes.
Profundizando en el tema, otra figura que guarda estrecha relación con el tema de la libre autodeterminación, del derecho del paciente a decidir sobre los tratamientos o curas… Es el “testamento vital”, que es un documento que permite a una persona expresar su voluntad sobre las atenciones médicas que desea o no recibir en caso de padecer una enfermedad irreversible o terminal que la haya llevado a un estado que le impida expresarse por sí misma, o para designar un representante para que llegado el caso, sirva como interlocutor suyo con el médico o equipo sanitario que ha de procurar el cumplimiento de las instrucciones que estipule el documento. Este instrumento ha sido regulado por la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, reguladora de la autonomía del paciente, que lo denomina en su art. 11 <<documento de instrucciones previas>>, así como por las leyes de las Comunidades Autónomas.
Otras situaciones que han sido susceptibles de valoración en relación a la eutanasia, y que actualmente no son conductas punibles son la extracción y trasplante de órganos, en virtud de la Ley 30/1979, de 27 de octubre; y en virtud del Real Decreto 426/1980, de 22 de febrero, desconectar el respirador o suprimir cualquier medio de mantenimiento artificial de la vida en que cuando acaece la muerte cerebral.
De todo lo anterior, y es opinión bastante generalizada según la doctrina, es que ha de aceptarse el “derecho a una muerte digna”, como última fase de la vida humana. Derecho en el que se ha de incluir el derecho a decidir sobre el tratamiento médico que se vaya a administrar a una persona, de manera que el sujeto pueda rechazarlo cuando vaya a causarle un gran sufrimiento sin posibilidades reales de curación, y con el único objeto de alargarle la vida artificialmente y en condiciones muy penosas. No se trata de un derecho a la muerte, sino de un derecho relativo a la dignidad de toda persona, se trata de que una persona libremente pueda, conociendo todas las opciones posibles, elegir rechazar un tratamiento cuando considere que es innecesario debido a la irreversibilidad de su situación, pudiendo depararle tan sólo un alargamiento artificial de su existencia, o estime que es inaceptable por el sufrimiento que pueda causarle o por cualquier otra razón de entidad similar. Se pretende evitar el <<encarnizamiento terapéutico>>, es decir actuar únicamente con la finalidad del mantenimiento de la vida, pero sin esperanzas curativas. El encarnizamiento terapéutico en contra de la voluntad del paciente podría dar lugar a la vulneración de los derechos constitucionales anteriormente citados: a la libertad y seguridad (art. 17) integridad física y moral, a no ser sometido a tortura, ni tratos inhumanos o degradantes (art.15); la libertad ideológica y religiosa (art.16.1); a la dignidad y al libre desarrollo de la personalidad (art.10. 1). 
Respecto a este tema, el Código deontológico-médico español considera ilícito el apresurar deliberadamente la muerte del enfermo, pero sugiere que el médico evite acciones terapéuticas sin esperanza cuando supongan molestias o sufrimientos innecesarios.



5. CONCLUSIÓN
El derecho fundamental a la vida no es un derecho absoluto, es un derecho sometido a límites como el resto de los derechos fundamentales. Ahora bien, no por ello deja de tener primacía en relación con el resto de los derechos fundamentales, ya que es el pilar donde éstos se sustentan. No es de extrañar que cuando se produzca un conflicto entre el derecho a la vida y algún otro de los previstos legalmente, prevalezca el primero frente al resto.
La jurisprudencia constitucional configura el derecho a la vida regulado en el art. 15 CE solamente en su vertiente positiva, sin que pueda hablarse de un “derecho a la muerte”. A pesar de ello, no es un tema sobre el que exista unanimidad.
Aunque su conflictividad abarca más aspectos, se trata de un derecho sobre el cual no existe claridad en los límites de su titularidad o extensión. Por tanto, se crean debates muy polémicos.
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